
su propio nombre y derecho, contra las resoluciones del Ministe­
rio de Defensa de 9 de mayo de 1984, que declaramos conforme 
a derecho; sin expresa imposición de costas.

Asi por esta nuestra sentencia, testimonio de la cual será re­
mitido para su ejecución, junto con el expediente, a la oficina 
de origen, lo pronunciamos, mandamos y firmamos..

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa de 27 
de diciembre de 1956 y en uso de las facultades que me confie­
re el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa número 
54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus propios 
términos la expresada sentencia.

Lo que comunico- a V. E.
Dios guarde a V. E. mucho: años.
Madrid. 3 de septiembre de 1984.—Por delegación, el Direc­

tor general de Personal, Federico Michavila Pallarás.

Excmo. Sr. Director general de la Guardia Civil.

23610 ORDEN 111/01701/1984, de 3 de septiembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 6 de 
febrero de 1984, en el recurso contencioso-adminis- 
trativo interpuesto por don Vicente Belles Herrera.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Quinta de la Audiencia Na­
cional, entre partes, de una, como demandante, don Vicente 
Belles Herrera, quien postula por si mismo, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defendi­
da por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Ministerio 
de Defensa de 17 de septiembre y 17 de noviembre de 1980, se ha 
dictado sentencia con fecha 6 de febrero de 1984, cuya parte dis­
positiva es como sigue:

«Fallamos: Que debemos desestimar y desestimamos el re­
curso contencioso-administrativo interpuesto por don Vicente Be- 
llles Herrera contra lee resoluciones del Ministerio de Defensa 
de 17 de septiembre y 17 de noviembre de 1980, denegatorias d 
solicitud de rehabilitación de empleo; sin imposición de costas.

Asi por esta nuestra sentencia, testimonio de la cual será 
remitido en su momento a la oficina de origen a los efectos le­
gales, junto con el expediente, en su caso, lo pronunciamos, 
mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956 y en uso de las facultades que me confiere 
el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa número 
54/1932, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus propios 
términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 3 de septiembre de 19R4.—Por delegación, el Director 

general de Personal, Federico Michavila Fallarás.

Excmo. Si. Teniente Genera!, Jefe del Estado Mayor del Ejér­
cito (JEME).

23611 ORDEN 111/01704/1984, de 3 de septiembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 16 de 
abril de 1984 en el recurso contencioso-administra­
tivo interpuesto por don Angel Martínez Jiménez, 
Guardia 2.° de S. E. del Jefe del Estado.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Angel Martínez 
Jiménez, quien postula por sí mismo, y de otra, como deman­
dada, la Administración Pública, representada y defendida por 
el Abogado del Estado, contra acuerdo del Consejo Supremo 
de Justicia Militar de 30 de abril de 1981, se ha dictado senten­
cia con fecha 16 de abril de 1984, cuya parte dispositiva es 
como sigue:

«Fallamos: Que rechazando el motivo de inadmisibilidad ale­
gada por el representante de la Administración, debemos deses­
timar y desestimamos el recurso contencioso-administrativo in­
terpuesto por don Angel Martínez Jiménez contra el acuerdo 
de la Sala de Gobierno del Consejo Supremo de Justicia Militar 
de 30 de abril de 1981, que le denegó su petición de haber 
pasivo así como la denegación presunta por silencio adminis­
trativo del recurso de reposición formulado, confirmando dichos 
acuerdos como ajustados al ordenamiento jurídico y sin expre­
sa imposición de costas.

Asi por esta nuestra sentencia que se publicará en el "Bole­
tín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legislativa", 
definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y fir­
mamos.»

*

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1958, y en uso de las facultades que me con­

fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú 
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en su- 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 3 de septiembre de 1984.—P. D., el Director genera! 

de Personal, Federico Michavila Pallarás.

Excmi. S '. Teniente General Presidente del Consejo Supremo 
de Justicia Militar.

23612 ORDEN 111/01707/1984, de 3 de septiembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Territorial de Las Palmas de Gran 
Canaria, dictada con fecha 5 de abril de 1984 en 
el recurso contencioso-administrativo interpuesto 
por don José Romero Pérez, Capitán de Ingenieros.

Excmo. Sr.-. En el recurso contencioso-administrativo seguido 
er única instancia ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo 
de la Audiencia Territorial de Las Palmas de Gran Canaria, 
entre partes, de una, como demandante, don José Romero Pé­
rez, quien postula por sí mismo, y de otra, como demandada la 
Administración Pública, representada y defendida por el -Abo­
gado del Estado, contra las resoluciones del Teniente General 
Jefe del Estado Mayor del Ejército, se ha dictado sentencia, 
con fecha 5 de abril de 1984, cuya parte dispositiva es como 
sigue:

«Fallamos: Con modificación de la cuantía señalada al re­
curso, que habrá de entenderse indeterminada; que debemos 
desestimar y desestimamos el recurso contencioso administra­
tivo interpuesto por don José Romero Pérez, contra las resolu­
ciones del Teniente General Jefe del Estado Mavor del Eiército 
que se mencionan en el primer resultando, por ajustarse a 
derecho los actos administrativos impugnados. No hacemos esoe- 
cial imposición de costas

Así, por ésta nuestra sentencia, lo pronunciamos mandamos 
y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me -infiere 
el articulo 3° de la Orden del Ministerio de Defensa número 
54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus propios 
términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 3 de septiembre de 1984.—P. D., el Director general 

de Personal, Federico Michavila Pallarás.

Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Eiér­
cito (JEME).

23613 ORDEN 111/01708/1984, de 3 de septiembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 4 de mayo 
de 1984 en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por doña María Salcedo Márquez, viu­
da de don Antonio Márquez Gil, Guardia Civil.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, doña María Salcedo 
Márquez, quien postula por si misma,, v de otra, como deman­
dada, la Administración Pública, representada y defendida por 
el Abogado del Estado, contra acuerdos del Consejo Supremo 
de Justicia Militar de 20 de mayo de 1981 y 22 de senlinmbre 
de 1983, se ha dictado sentencia con fecha 4 de mayo de 1984, 
cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que debemos desestimar y desestimamos el re­
curso contencioso-administrativo interpuesto por doña María Sal­
cedo Márquez contra los acuerdos del Consejo Supremo de Jus­
ticia Militar de 20 de mayo de 1981 y de 22 de septiembre de 
1983, por los que se denegaron el derecho a percibir pensión 
vitalicia de viudedad, cuyos acuerdos declaramos conformes con 
el ordenamiento jurídico. No se hace expresa condena de costas.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bole­
tín Oficial del Estado" e insertará en la "Colección Legisla­
tiva”, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contenciosp-AdministraLiva de 77 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con 
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio d: Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 3 de septiembre de 1984.—P. D., el Director general 

de Personal, Federico Michavila Pallarás.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo
de Justicia Militar.


